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	Erref/Ref: Recursos Especiales de LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK contra los pliegos de condiciones para la licitación del contrato denominado “Programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”” (Expte. 04/25) y contra los pliegos de condiciones para la licitación del contrato denominado “Programa “ONDOAN” de acogimiento residencial a personas menores de edad en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo junto a la atención residencial de uno de sus progenitores, de acogimiento residencial a adolescentes embarazadas en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo y de atención residencial a mujeres en estado de gestación en las que se ha detectado una situación de maltrato prenatal” (Expte. 48/25).
Esp Zenb/Nº exp.: 19/25 y acumulado 20/25 – RE




RESOLUCIÓN Nº 39/2025

En Vitoria-Gasteiz, a 18 de noviembre de 2025.

[bookmark: _Hlk204121438][bookmark: _Hlk191369236]El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en los Recursos Especiales en materia de contratación interpuestos por XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en nombre de Sindicato LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK (L.A.B.) contra los pliegos de condiciones para la licitación del contrato denominado “Programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”” (Expte. 04/25) y contra los pliegos de condiciones para la licitación del contrato denominado “Programa “ONDOAN” de acogimiento residencial a personas menores de edad en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo junto a la atención residencial de uno de sus progenitores, de acogimiento residencial a adolescentes embarazadas en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo y de atención residencial a mujeres en estado de gestación en las que se ha detectado una situación de maltrato prenatal” (Expte. 48/25).

ANTECEDENTES DE HECHO

1º - Mediante Acuerdo del Consejo de Administración del Instituto Foral de Bienestar Social (en adelante OC), de 31 de julio de 2025, se aprobó iniciar el expediente de contratación del programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”, con un valor estimado de 1.478.453,34 euros (IVA excluido), con número de expediente 4/25. El anuncio de licitación se envió al Diario Oficial de la Unión Europea el 8 de septiembre de 2025, habiendo sido publicado en la Plataforma de Contratación Pública de Euskadi el 9 de septiembre de 2025. 
2º. –El 6 de octubre de 2025 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Alava escrito de ratificación y personación en el expediente relativo al recurso especial en materia de contratación contra el pliego de prescripciones técnicas del contrato denominado “Programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ””, remitido por el OARC de Euskadi al OAFRC competente, que tuvo registro de entrada ante el citado OARC de Euskadi el 30 de setiembre de 2025. Su número de recurso es RE-19/25.
3º.- Por otra parte, mediante Acuerdo del OC, de 31 de julio de 2025, se aprobó iniciar el expediente de contratación del programa “ONDOAN”, de acogimiento residencial a personas menores de edad en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo junto a la atención residencial de uno de sus progenitores, de acogimiento residencial a adolescentes embarazadas en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo y de atención residencial a mujeres en estado de gestación en las que se ha detectado una situación de maltrato prenatal, con un valor estimado asciende a 3.803,285,40 euros (IVA excluido). El anuncio de licitación se envió al Diario Oficial de la Unión Europea el 8 de septiembre de 2025, habiendo sido publicado en la Plataforma de Contratación Pública de Euskadi el 9 de septiembre de 2025.
4º.- El 6 de octubre de 2025 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Alava escrito de ratificación y personación en el expediente relativo al recurso especial en materia de contratación contra el pliego de prescripciones técnicas del contrato denominado “Programa “ONDOAN””, remitido por el OARC de Euskadi al OAFRC competente, que tuvo registro de entrada ante el citado OARC de Euskadi el 30 de setiembre de 2025. Su número de recurso es RE-20/25
5º.- En los RE-19/25 y 20/25, se solicita que se declaren contrarios a Derecho tanto el anuncio como los pliegos y la documentación de cada licitación, así como la adopción de la medida cautelar de suspensión del procedimiento y del plazo de presentación de ofertas.
El OAFRC dictó, con fecha 9 de octubre de 2025, la Resolución 31/2025, de suspensión del procedimiento de contratación de la licitación del contrato denominado “Programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”” (Expte 04/25). Asimismo, dictó, con fecha 10 de octubre de 2025, la Resolución 32/2025, con la medida provisional de suspensión del procedimiento de contratación de la licitación del contrato denominado “Programa “ONDOAN””, expte 48/25.
6º. – Mediante Resolución 35/2025, adoptada el 23 de octubre de 2025, el Órgano Foral de Recursos Contractuales acordó la tramitación acumulada de los recursos especiales en materia de contratación 19/25 y 20/25.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Son susceptibles de recurso especial los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 del artículo 44 de la LCSP — como los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las condiciones que deban regir la contratación — cuando se refieran -entre otros- a los contratos de servicios cuyo valor estimado sea superior a cien mil euros (art. 44.2. a). Los recursos especiales interpuestos por el sindicato Langile Abertzaleen Batzordeak (LAB) impugnan los pliegos de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y los pliegos de prescripciones técnicas (PPT) relativos a la licitación de dos programas con un valor económico de 1.537.591,47 euros para el programa ABIATUZ y 3.955.416,81 euros para el ONDOAN, ambos con previsión de ejecución a partir del 1 de diciembre de 2025. Por tanto, tratándose de dos contratos de servicios cuyo valor estimado (precio del contrato más posibles prórrogas previstas) supera en ambos casos los cien mil euros (IVA excluido), se cumplen por tanto los requisitos exigidos en el artículo 44 de la LCSP para poder considerar los actos impugnados susceptibles de recurso especial en materia de contratación. 

SEGUNDO. – La competencia para resolver el presente recurso especial corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral del Consejo de Diputados 44/2010, de 28 de septiembre, cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “Corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.” 

TERCERO. - El recurso se ha interpuesto dentro del plazo establecido en el artículo 50 de la LCSP, que establece que “cuando se interponga contra el contenido de los pliegos y demás documentos contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya publicado en el perfil de contratante el anuncio de licitación, siempre que se haya indicado la forma en que los interesados pueden acceder a ellos.

CUARTO. - La entidad reclamante ostenta la legitimación activa necesaria, de acuerdo con el artículo 48 de la LCSP, que señala en su párrafo 2º que “Estarán también legitimadas para interponer este recurso, contra los actos susceptibles de ser recurridos, las organizaciones sindicales cuando de las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente que estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por el empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los trabajadores que participen en la realización de la prestación. En todo caso se entenderá legitimada la organización empresarial sectorial representativa de los intereses afectados.”.

QUINTO. –El recurrente denuncia que, en la licitación del programa “ABIATUZ”, se ha incorporado en el listado de personal subrogable, al personal proveniente del programa “SORTALEKU”. Según el sindicato, este último colectivo debería estar vinculado al expediente 48/25 (“ONDOAN”), otro programa de acogimiento residencial licitado también por el IFBS, y que es objeto de un recurso especial paralelo por los mismos motivos.
El recurrente alega que la incorporación de personal de “SORTALEKU” al programa “ABIATUZ” da lugar a una sobredotación anómala en esta licitación 4/25, lo que se considera consecuencia de no asignar personal subrogable a la licitación 48/25, a pesar de tener el servicio licitado, denominado “ONDOAN”, una clara continuidad con “SORTALEKU”. Se argumenta que tal proceder busca evitar las compensaciones económicas derivadas de una modificación sustancial de condiciones de trabajo, compensaciones que habrían correspondido por el traslado del personal de “SORTALEKU” al nuevo emplazamiento previsto para “ONDOAN” en Izarra, traslado previamente frustrado en 2024 a raíz de un conflicto colectivo resuelto ante el Juzgado de lo Social nº1 de Vitoria-Gasteiz.
El recurrente insiste en la conexión y equivalencia funcional entre los programas “SORTALEKU” y “ONDOAN”, detallando que ambos comparten objetivos de preservación familiar, capacitación parental y cobertura integral de necesidades básicas de las personas atendidas. Se alega que, en coherencia con el III Convenio de Intervención Social de Álava, la subrogación debería haber tenido lugar en el pliego del expediente 48/25 (“ONDOAN”), al tratarse de una sucesión de actividades y servicios, pero que en la práctica se ha desplazado de manera artificiosa al programa “ABIATUZ” (04/25). Cita el artículo 51 de dicho convenio colectivo como fundamento para la obligación de subrogar a las personas trabajadoras que venían prestando servicios en el programa SORTALEKU.
Finalmente, se denuncia la insuficiente justificación de la necesidad de acudir a la externalización vía contrato público. El recurrente sostiene que la justificación de la insuficiencia de medios es meramente formal, genérica y carente del detalle exigido por la LCSP (art. 30.3 y art. 116.4.f), y se introducen algunos extractos jurisprudenciales, de la sentencia 230/2018 y resoluciones del OARC (24/2017, 29/2017 y 45/2017).
Acompañando a los recursos especiales, se presenta la siguiente documentación: 
i. El Anexo I contiene el convenio de colaboración entre IFBS y Fundación Beti Gizartean.
ii. El Anexo II justifica el registro del recurso ante el OARC/KEAO.
iii. El Anexo III recoge la demanda de conflicto colectivo.
iv. El Anexo IV es el III convenio de intervención social de Alava.
v. Se aportan también comunicaciones y resoluciones sobre el desistimiento del traslado a Izarra del servicio SORTALEKU.
vi. PPT del expediente 4/25 y del expte 48/25 y la memoria 2024 del programa SORTALEKU.
vii. Informe de insuficiencia de medios para la licitación 4/25.
viii. Memorias para la contratación del programa “ABIATUZ” y del programa “ONDOAN”.
ix. RPT del IFBS de 2018.

SEXTO. - El OC destaca en su informe al RE que el programa ONDOAN (expte 48/25) es una iniciativa nueva, por lo que en su PPT no se prevé listado alguno de personal a subrogar. Un aspecto central del informe radica en la comparativa técnica entre los programas SORTALEKU y ONDOAN, basándose en un informe elaborado el 10 de octubre de 2025 por el Área del Menor y Familia. Dicho informe técnico destaca que el programa ONDOAN incorpora innovaciones en la atención a progenitores (no solo madres) junto a menores, desde fases más tempranas (evaluación y diagnóstico), con el objetivo de evitar la separación familiar prematura. Esto supone una diferencia relevante respecto a SORTALEKU, que solo intervenía en la capacitación parental para mujeres, en fases posteriores a la evaluación diagnóstica. Así, mientras SORTALEKU atendía exclusivamente la fase de tratamiento con madres e hijos bajo tutela, ONDOAN da cobertura integral a la familia y a la definición temprana del plan de caso, incidiendo desde una fase previa diagnóstica en condiciones de convivencia real.
El OC subraya que la subrogación del personal de SORTALEKU está prevista en el marco del programa ABIATUZ, no en el de ONDOAN. Los recursos humanos de HAZTEN y SORTALEKU se integran en ABIATUZ, lo que indica, en opinión del informe, una continuidad y sucesión de estas unidades productivas, reafirmando la consideración del servicio “ONDOAN” como un servicio nuevo.
Seguidamente, el informe estima que el cuestionamiento de la justificación de la contratación es ajeno al objeto de recurso especial sobre pliegos y. finalmente, el OC solicita la desestimación de los recursos interpuestos por LAB contra los pliegos de ambos expedientes y propone la acumulación de ambos procedimientos de contratación hasta que el órgano competente resuelva los recursos.

SEPTIMO. - El sindicato recurrente alude a que el 24 de noviembre de 2022 se suscribió un Convenio de colaboración entre IFBS y la Fundación Beti Gizartean para la gestión del servicio de atención a mujeres con hijos menores a su cargo, a mujeres solas en estado de gestación y/o con hijos menores de 6 años y del servicio de atención a menores de 4 a 10 años en situación de desprotección grave. El objeto de este convenio ha sido la gestión conjunta de dos programas de atención residencial, determinando que el Proyecto “SORTALEKU” está vinculado a la atención de mujeres en situación de vulnerabilidad y sus hijos e hijas, mientras que el Proyecto “HAZTEN” se destina a menores de 4 a 10 años (o excepcionalmente fuera de ese rango por interés del menor), a través de viviendas específicas y equipadas. Posteriormente a ese convenio el OC ha aprobado el expediente de contratación del programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”, expte 4/25 y el expediente de contratación del programa “ONDOAN”, expte 48/25. 
De inicio, se hace necesario señalar que la obligación de subrogación laboral no proviene de los pliegos que rigen la contratación, sino que deriva de otras fuentes, como la ley o los convenios colectivos aplicables. La Resolución 52/2025, de 21 de marzo, del Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi, lo recoge de este modo:
“los pliegos cuya modificación se solicita no son el instrumento legal que regula la subrogación y su alcance, que rigen el convenio colectivo o norma correspondiente (ver, por ejemplo, las sentencias del Tribunal Supremo de 8 de junio de 2016, ECLI:ES:TS:2016:2675 y 12 de diciembre de 2017, ECLI:ES:TS:2017:4773), sino que únicamente se limitan a reflejar en el caso de que dicha subrogación sea legal o convencionalmente aplicable, cuestión esta última sobre cuyo alcance la decisión del OARC/KEAO no puede incidir.”

Por tanto, los pliegos administrativos deben recoger la información suministrada por el contratista saliente, sobre los datos del personal a subrogar y sus condiciones laborales, información que sirve a los licitadores de la nueva contratación para sopesar los costes laborales de la nueva contratación, derivados de la subrogación de trabajadores/as, pero sin carácter constitutivo. Es decir, si se genera alguna discrepancia sobre la inclusión o exclusión de personal subrogable, deberá sustanciarse ante la jurisdicción social entre los agentes sociales afectados y no ante la jurisdicción contencioso-administrativa frente a la administración.
La fundación Beti Gizartean ha facilitado los datos del personal subrogable y el órgano de contratación ha incluido la información sobre las condiciones de los contratos de los trabajadores objeto de subrogación en el contrato 4/25 y ha considerado que no hay personal subrogable en el contrato 48/25. En este punto es interesante el Auto del Tribunal Supremo (Sala de lo Social), sec. 1ª, de 29-03-2023, rec. 3409/2022, que contempla, en un caso en donde se ha producido una división de los servicios a contratar, que el convenio colectivo será de aplicación igualmente en los supuestos en los que el servicio [de transporte] objeto de licitación fuera reordenado, unificado, modificado, o le diera otra denominación la Administración titular.
En la Resolución 170/2023, de 23 de septiembre, del Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi, se desestima otro recurso especial en materia de contratación interpuesto por LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK (L.A.B.) en el que se denunciaba la existencia de personas empleadas por la empresa saliente que no estaban contempladas en el anexo de los pliegos dedicado al personal a subrogar. La resolución es desestimatoria y se apoya en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (TSJPV) de 20/1/2023, nº 30/2023, de la que se extraen los siguientes razonamientos, aplicables también al presente caso:
“la administración [...] actúa como un mero mediador, dado que se limita a actuar como correa de transmisión de la información que les proporciona el contratista anterior a los licitadores. Esta previsión legal tiene sentido, habida cuenta de que es la empresa que viene prestando los servicios en cuestión quien tiene la información real y más completa en relación a los gastos que, en materia de personal, pueden derivarse de la ejecución del contrato.

Y añade que el art 130 LCSP no exige que la administración corrobore la veracidad de la información facilitada por la empresa saliente.
El sindicato recurrente alude a la sentencia n.º 230/2018 de 28 de junio (rec. 427/2017) de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ del País Vasco y a previas resoluciones del OARC (24/2017, 29/2017 y 45/2017) para solicitar la nulidad del contrato por falta de motivación de la insuficiencia de medios propios, necesaria para acudir a la contratación externa. Una vez revisada la sentencia, no obstante, el supuesto fáctico y jurídico enjuiciado allí no se corresponde con el que es objeto de los recursos 19/25 y 20/25. La sentencia 230/2018 parte de la existencia de unas Instrucciones sobre buenas prácticas en la contratación de servicios", de 24 de abril de 2014", aplicables a las entidades del sector público de la Comunidad Autónoma Vasca y al compromiso adquirido por el Servicio Vasco de Salud, según el Decreto 106/2008, de 3 de junio (EDL 2008/72728), que aprueba el Acuerdo adoptado en el seno de la Mesa de Sanidad de 14 de marzo de 2008, que alude en su parte expositiva al "compromiso de no externalización de los servicios”, circunstancias que no concurren en el presente caso. 
Frente a la tesis de la recurrente, la jurisprudencia exige que la justificación de la insuficiencia de medios propios sea concreta y razonada, pero no necesariamente exhaustiva o extensa (Sentencia de 16-02-2024 del TSJ Galicia (Sala de lo Contencioso- Administrativo), sec. 3ª, nº 56/2024, rec. 7125/2022). El IFBS ha exteriorizado las razones por las que no dispone de medios suficientes. El art. 116.4 f) LCSP invocado por la recurrente no determina el contenido que debe tener el informe, que únicamente menciona la obligatoriedad de incluir, en los expedientes de contratación de servicios, un informe de insuficiencia de medios, sin indicación de un contenido mínimo. Por tanto, sí existe una justificación, aunque sea sucinta, y tampoco el sindicato ha defendido de forma sustantiva la suficiencia de medios de la administración contratante. En el recurso especial 20/25 alude a que los mismos perfiles profesionales que se pretende contratar en el expediente 48/25 están presentes en la RPT 2018 del IFBS, pero el sindicato añade que “el IFBS es muy probable que no cuente en la actualidad con el número necesario de profesionales para dar este servicio”. Por tanto, considerando que el recurrente conoce la insuficiencia de medios propios del IFBS, se ha de rechazar, por vacua, la pretensión de anular la contratación porque sea calificada de genérica la motivación dada por el OC sobre la insuficiencia de medios propios para ejecutar el contrato.

OCTAVO. - El sindicato recurrente denuncia sobredotación de medios en la licitación 4/25 por la irregular incorporación de personal de “SORTALEKU” como personal subrogable, ya que tal personal debiera subrogarse, según su criterio, en la licitación 48/25. Con el objeto de resolver lo planteado por el recurrente, debemos analizar primero si se cumplen los requisitos para la subrogación de personal en este contrato. 
El III Convenio colectivo de intervención social de Álava, publicado en el BOTHA nº 54 de 10 de mayo de 2023, es considerado aplicable por el sindicato recurrente. El OC en su informe 10 de octubre de 2025 a ambos recursos especiales, no discute la aplicabilidad del convenio sectorial a los servicios a contratar mediante los expedientes 4/25 y 48/25. Vistos los artículos 1 y 2 del convenio, sobre su ámbito funcional y territorial, respectivamente, los servicios objeto de la contratación mediante los expedientes 4/25 y 48/25, así como el objeto del Convenio de Colaboración con la Fundación Beti Gizartean, parecen estar incluidos en el ámbito funcional y territorial del convenio colectivo.
Recordemos que los destinatarios del Convenio de Colaboración suscrito con la Fundación Beti Gizartean eran mujeres víctimas de violencia de género, madres gestantes o con hijos pequeños en alto riesgo de exclusión social (SORTULEKU), y niños y niñas de 4 a 10 años en situación de desprotección grave (HAZTEN). Sin embargo, por los pliegos del programa ABIATUZ (expte 4/25), sabemos que se trata de un servicio para adolescentes de entre 14 y 18 años cuya guarda o tutela ostenta el Consejo del Menor, para que los menores puedan desarrollar habilidades para la vida independiente y facilitar su proceso de emancipación. Por tanto, no parece que se cumplan los requisitos para considerar la existencia de una subrogación convencional, pues el objeto del contrato 4/25 es claramente diferente a los dos programas que fueron objeto del Convenio con la Fundación Beti Gizartean. 
El sindicato recurrente alega que el programa “SORTALEKU” se encuentra incluido realmente en el contrato 48/25 y pretende únicamente que sean sólo subrogables en el contrato 4/25 las personas provenientes del programa HAZTEN, pero tal pretensión queda huérfana de un fundamento sólido, cuando ni el programa SORTALEKU ni el programa HAZTEN tienen continuidad en el expediente 4/25. El OC en su informe a los RE justifica que el listado de personal subrogable en el contrato 4/25 incluye todo el personal que trabajaba en las viviendas adscritas al anterior convenio de colaboración, y se centra en el trasvase de medios personales y materiales para afirmar que se da una continuidad y sucesión de la unidad productiva. Por tanto, el órgano de contratación parece apuntar a una subrogación legal, no convencional, prevista en el art. 44 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, que aprueba el texto refundido de la ley del Estatuto de los trabajadores, como motivo para contemplar en los pliegos 4/25 todo el listado del personal adscrito al anterior convenio de colaboración con Beti Gizartean.
Sobre la cuestión relativa a la posible sobredotación de medios en este contrato 4/25, que el sindicato denuncia en su recurso especial, es ilustrativo el informe de 12 de febrero de 2021 de la Junta Consultiva De Contratación Administrativa del Estado expediente. 24/2020, que estudia un caso en el que el contratista saliente, a los efectos del art. 130 LCSP, comunica un número de personal adscrito notablemente superior al necesario para cumplir las prestaciones del nuevo contrato. La Junta Consultiva considera que, una vez se ha determinado que la subrogación procede, ya sea legal o convencionalmente, y cuáles son los trabajadores del contratista inicial que venían desarrollando la actividad transmitida, lo cierto es que las necesidades concretas del órgano de contratación operan como límite de la subrogación que corresponda. Por tanto, el número de personal incluido en las listas confeccionadas según el art. 130 LCSP, no será motivo para una sobredotación de medios personales a la hora de ejecutar el contrato “ABIATUZ”.
Por todo lo expuesto, vamos a desestimar el recurso especial 19/25, relativo al expediente de contratación del programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”, expediente 4/25. El órgano de contratación ha justificado su decisión con respecto a la información del personal subrogable contenida en los pliegos del expte 4/25, por lo que este órgano, atendiendo a la doctrina emanada por la Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ del País Vasco en sentencia 30/2023, de 20 de enero, considera su contenido ajustado a derecho, pues el OC ha actuado como mera correa de transmisión de información facilitada por el anterior empleador (fundación Beti Gizartean) y de interés para los licitadores del nuevo contrato, en relación a los gastos que, en materia de personal, pueden derivarse de la ejecución de ese contrato.
Por su parte, la contratación del servicio denominado ONDOAN en el expediente 48/25, tiene como objetivo la atención integral a menores en situación de desprotección junto con uno de sus progenitores (padre o madre) y a mujeres embarazadas sin menores a su cargo que se encuentren en situación de maltrato prenatal o desamparo. Se persigue especialmente la preservación y valoración de la viabilidad de la unidad familiar, el desarrollo armónico de los menores, la capacitación parental y, en caso de imposibilidad, preparar la integración en contextos alternativos al familiar.
Al igual que en el expediente 4/25, el sindicato recurrente considera aplicable el III Convenio colectivo de intervención social de Álava, publicado en el BOTHA nº 54 de 10 de mayo de 2023, en lo que respecta a la obligación de subrogación del personal (art. 51). Asimismo, los servicios objeto de la contratación 48/25 estarían incluidos en el ámbito funcional y territorial del convenio. Recordemos que el OC en su informe al RE no discute esta aplicación, sólo considera que la obligación de subrogación queda cumplida con la subrogación de todo el personal adscrito al Convenio con Beti Gizartean en el contrato 4/25. En el Cuadro de Características de esta contratación, apartado X, figura que no existe obligación de subrogar personal de la contrata anterior.
El art. 130 LCSP impone al órgano de contratación la obligación de facilitar, en el pliego, información fiable y suficiente para que los licitadores puedan valorar con exactitud los costes laborales derivados de la subrogación. En este caso, no se ha recibido información al respecto porque se considera que se trata de un servicio novedoso o experimental. El programa Sortuleku, incluido en el Convenio de Colaboración suscrito con la Fundación Beti Gizartean, estaba destinado a mujeres víctimas de violencia de género, madres gestantes o con hijos pequeños en alto riesgo de exclusión social. En el programa “ONDOAN” los destinatarios son familias monoparentales (padre o madre) con menores de edad hasta 12 años en situación de desamparo o el riesgo grave de estarlo, adolescentes embarazadas en situación de desamparo o riesgo grave de desamparo y mujeres embarazadas en situación de maltrato. El OC, en su informe al RE, considera que se trata de dos programas diferentes, no sólo en el hecho de que entre las personas destinatarias se incluye ahora también a los padres, sino que afronta cada caso desde unas etapas anteriores a las que se venían trabajando en el programa SORTALEKU, de tal forma que la atención se presta desde el primer momento de la evaluación y diagnóstico, de forma integral a todas las personas involucradas. Asimismo, en el PPT del expediente 48/25 se califica de experimental y novedoso.
Por lo expuesto, el órgano de contratación ha justificado su decisión con respecto a la falta de información contenida en los pliegos del expte 48/25 sobre personal subrogable. Nuevamente, atendiendo a la doctrina emanada por la Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ del País Vasco en sentencia 30/2023, de 20 de enero, seguida por el OARC de Euskadi en sus resoluciones citadas ut supra, este órgano foral considera que el recurso especial 20/25 debe ser igualmente desestimado. 
Como reflexión de conjunto, los pliegos de condiciones deben contener la información relevante sobre la subrogación, legal o convencional, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 130 LCSP, pero tal obligación está pensada para que los licitadores estén informados de las posibles consecuencias laborales de la adjudicación (Tribunal Supremo (Sala de lo Social), sec. 1ª, sentencia nº 983/2017 de 12-12-2017, rec. 668/2016), ya que “la inclusión de tal información en el pliego de condiciones no crea obligación alguna para los licitadores en el concurso, sino que sólo les informa de las posibles consecuencias laborales de la adjudicación, precisamente cuando las prescripciones legales o convencionales «impongan al adjudicatario la obligación de subrogarse como empleador”. Es decir, la no inclusión de personal subrogable en los pliegos no desvirtúa, de existir, la obligación de subrogación del personal, al igual que la previsión de personal subrogable en pliegos tampoco implica necesariamente que proceda esa obligación de subrogación legal o convencional. En resumen, como se recoge en la ya citada resolución del OARC de Euskadi nº 52/2025, de 21 de marzo, “aun cuando concurra un interés legítimo en impugnar el contenido de los pliegos (o, como en este caso, una omisión de los mismos), dicho interés no es por si solo el fundamento jurídico determinante de una infracción, de manera que se pueda limitar su clausulado; para que esa limitación se produzca será preciso que las cláusulas contractuales recurridas desplieguen efectos jurídicos verdaderos y contingentes sobre los intereses de la recurrente”. El OC ha recogido la información de personal subrogable facilitada por el empresario saliente y la ha incluido en el expediente 4/25 para conocimiento de todos los licitadores, pues considera que se va a producir una transmisión de la unidad productiva, mientras que ha justificado que el objeto del expediente 48/25 es experimental o novedoso, por lo que considera que no hay identidad de objeto con el servicio anterior denominado “SORTALEKU”, lo que veda la aplicación de la subrogación convencional prevista en el art. 51 del III Convenio de Intervención Social de Alava. 
Vistas las posiciones y el fundamento de las pretensiones del recurrente, hemos de reconocer que excede de la competencia revisora del OAFRC ahondar sobre cuestiones eminentemente laborales, como una posible transmisión de la unidad productiva que plantea el OC para el expediente 4/25, la identidad o distinción de los programas ONDOAN  y SORTALEKU, a lo que habría de añadirse la determinación del personal adscrito a cada servicio, el destino del personal común o de estructura, la compatibilidad de una sucesión legal y convencional, etc., todas ellas cuestiones que deberán sustanciarse, en su caso, ante la jurisdicción social.

Vistos los preceptos legales de aplicación, este Órgano Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente

RESOLUCIÓN

PRIMERO. - Desestimar el recurso especial interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en representación de Sindicato LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK (L.A.B.) contra los pliegos y el anuncio de la licitación del contrato denominado “Programa de transición a la vida autónoma “ABIATUZ”” (Expte. 04/25).
SEGUNDO.- Desestimar el recurso especial interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en representación de Sindicato LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK (L.A.B.) contra los pliegos y el anuncio de la licitación para la licitación del contrato denominado “Programa “ONDOAN” de acogimiento residencial a personas menores de edad en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo junto a la atención residencial de uno de sus progenitores, de acogimiento residencial a adolescentes embarazadas en situación de desamparo o de riesgo grave de desamparo y de atención residencial a mujeres en estado de gestación en las que se ha detectado una situación de maltrato prenatal” (Expte. 48/25).
TERCERO. - Levantar la suspensión de ambas licitaciones, acordada por resoluciones de 9 y 10 de octubre de 2025. 
CUARTO. - Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de sanción prevista en el artículo 58.2 de la LCSP. 
Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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